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Resumen 

La violencia toma muchas formas en las democracias contemporáneas, en especial en 

Latinoamérica, definiendo en gran parte quiénes componen las comunidades políticas y de 

qué manera lo hacen. A través de un análisis del proceso legislativo chileno en torno a dos 

leyes, la investigación realizada tiene el propósito de delimitar estructuras violentas en el 

discurso político. Dicho trabajo se realiza tomando en consideración dos contextos distintos, 

con el propósito de detectar patrones que se asocien en mayor medida con la instancia 

burocrática en sí misma: La pandemia del COVID-19, y las medidas posteriores. Se 

analizaron exhaustivamente las sesiones de las dos cámaras del Congreso chileno que 

contemplaron la tramitación de las leyes, con el propósito de detectar discursos e 

intervenciones violentas. El foco principal se encuentra en la primera ley de retiro de fondos 

previsionales aprobada en Chile durante el año 2020, mientras que se utiliza la ley de reajuste 

al sueldo mínimo impulsada por Gabriel Boric en el 2023 para contrastar las situaciones del 

país. Los resultados muestran que, independientemente del contexto de los debates, las 

instancias de discusión en el Congreso permiten, fomentan e integran narrativas violentas en 

el Estado, a modo de estructuras violentas transversales. Estas terminan evidenciando más 

que los puntos de vista de los tomadores de decisiones, conformando un tipo de violencia 

estructural radicado en las leyes que rigen a la sociedad y los procedimientos que las 

establecen. 

Palabras clave: Ciudadanía, ciudadanía contemporánea, ciudadanía en 

Latinoamérica, violencia, violencia estructural, violencia cultural. 

Introducción 

Desde la Grecia Clásica (Platón, 1985), hasta las concepciones contemporáneas de 

democracia, todos los debates, teorías, conceptualizaciones, propuestas y críticas en torno a 

la democracia han contemplado como factor central la participación. Este elemento es 

fundamental para el desarrollo de cualquier sistema democrático, sin embargo, los 

participantes, los individuos pertenecientes y capacitados para actuar en una comunidad 

política democrática, han variado tanto en la teoría como en la práctica. Entender quiénes 

han compuesto estos sistemas políticos, y cómo lo han hecho, subyace al significado 

contextual de la ciudadanía y su ejercicio. 
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El concepto de ciudadanía ha estado en constante evolución. Esto, pues, su 

significación ha estado sometida a un constante debate teórico. Por ello, la investigación que 

se propone incluirá un análisis sobre el propio concepto de ciudadanía, su desarrollo y 

aplicabilidad en América Latina. De esta manera, se entenderá que la región se rige bajo 

condiciones distintivas, en la cual las adversidades y las dinámicas de subyugación han dado 

lugar a un sufrimiento surgido de la desigualdad, tanto en derechos como en lo material 

(Galeano, 2011). Con lo anterior presente, se desarrollará, de igual manera, el concepto de 

violencia estructural (Farmer, 1990; Galtung, 1969), comprendiendo que dicho sufrimiento 

puede tornarse visible materialmente, con lo que es pertinente analizarlo tomando en 

consideración las lógicas de su existencia. En la línea de lo anterior, se incorporará la 

narrativa de esta violencia trascendental y no transitoria, la cual puede llegar a explicar las 

condiciones de sufrimiento en contextos de vulnerabilidad y desigualdad sistemáticas. 

Además, se integrará en el trabajo de tal manera que se visibilicen sus consecuencias en cómo 

se practica y determina la ciudadanía, con un enfoque en Chile y, a modo general, en América 

Latina. Dicho enfoque se plasmará en un análisis sobre dos procesos ilustrativos de formas 

específicas de violencia en el país. 

Marco teórico  

Consideraciones fundamentales sobre ciudadanía 

Inicialmente, cabe proporcionar un acercamiento multidimensional a la ciudadanía, 

tanto en su propia definición e historización, como en la interacción que mantiene con la 

clase social. Con esto, se plantea el desarrollo y la evolución de los principales componentes 

participativos en las sociedades (Marshall, 1950). Conforme con lo anterior, la pertenencia a 

una comunidad se incorpora como un factor central para la definición de ciudadanía. Esta 

corresponde a un estatus que se otorga a los miembros que tengan pleno derecho en una 

sociedad. Ahora bien, esto implica la existencia de una igualdad de derechos y deberes para 

todos aquellos que posean dicho estatus (Marshall, 1950). Sin embargo, no existe 

universalidad en estos derechos y deberes, por lo cual el ideario del concepto cambia según 

los contextos. 

Logrado este acercamiento a la concepción de ciudadanía en las comunidades, 

(Marshall, 1950) conviene realizar una división de la ciudadanía en tres subtipos de derechos 
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y deberes: civiles, políticos y sociales. La conjugación de estos permite el buen 

funcionamiento y desarrollo de las sociedades democráticas. A pesar de la separación 

conceptual, existe interdependencia entre los diferentes tipos de derechos (Marshall, 1950). 

Esto dado que la protección de los derechos civiles es fundamental para el ejercicio de los 

derechos políticos. A su vez, los derechos sociales son necesarios para que todos los 

ciudadanos puedan participar plenamente en la vida civil y política. 

Habiendo establecido lo fundamental sobre la ciudadanía, cabe desarrollar el 

concepto de clase social. Este es un principio opuesto a la ciudadanía (Marshall, 1950) y se 

concibe como un “sistema de desigualdades”. Ahondando en lo anterior, es relevante destacar 

que las desigualdades son aún más variables que los derechos y deberes, tanto en 

consideración como en efectos prácticos. De esta manera, la clase social es pensada cómo 

una estructura que separa a los individuos en categorías jerárquicas basadas en factores 

económicos, sociales y culturales (Marshall, 1950). El primero de estos factores, relacionado 

con elementos de ingresos, riquezas y ocupación, generan desigualdades que afectan el 

acceso a oportunidades y recursos. El segundo y el tercero, por otro lado, agrupan aspectos 

como el estilo de vida, educación o redes sociales, y poseen la capacidad de perpetuar las 

desigualdades económicas, pero también de afectar la movilidad social. Sin embargo, la clase 

social también se puede subdividir en dos tipos: una jerarquía de estatus y un producto de las 

circunstancias de interacción social (Marshall, 1950). No obstante, la ciudadanía y su 

extensión mantienen la capacidad de contrarrestar las desigualdades, por medio de la 

extensión de los derechos.  

Por tanto, los conceptos de ciudadanía y clase social evolucionan en conjunto, al 

mismo tiempo que se encuentran uno en contraposición del otro. La historización de esta 

relación sugiere que en la actualidad las diferencias de clase se enfrentan continuamente a la 

igualdad que propone la ciudadanía (Marshall, 1950). En consecuencia, el Estado se ve 

permanentemente en la necesidad de adaptarse y evolucionar para equilibrar la clase social 

en términos de la ciudadanía. De manera similar, las instituciones y derechos contemporáneos 

buscan garantizar el acceso a los bienes y servicios.  

En devenir de lo anterior, se establece una línea evolutiva de la ciudadanía en 

contraste con la clase social (Marshall, 1950). No obstante, esta teorización está 
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estrechamente ligada al anglocentrismo, el capitalismo y el liberalismo, ya que son los 

elementos que determinan las instancias iniciales en las que se considera válido aplicar el 

concepto y su adaptación. No obstante, la teorización adoptada establece una base sobre la 

cual es posible continuar delimitando la ciudadanía contemporánea, en conjunto con quienes 

la componen o son excluidos de ella. Por lo tanto, resulta necesario complementar con casos 

y circunstancias más cercanas al caso de estudio, es decir, América Latina.  

Debido a lo expuesto con anterioridad, es importante considerar dos elementos 

necesarios para desarrollar la conceptualización de ciudadanía en un marco más amplio de 

casos: la importancia de la cultura y su impacto en la identidad de las comunidades 

(Kymlicka, 1995). Al ampliar la visión liberal tradicional de ciudadanía, adecuando 

concepciones liberales clásicas a culturas minoritarias, la libertad individual y la autonomía 

moral terminan por ser compatibles con los sistemas de derechos que componen la ciudadanía 

en las culturas minoritarias. Lo anterior resulta central para el análisis pertinente a la 

investigación, puesto que en contextos regionales como el de América Latina, la cultura no 

se condice con la dominante en términos de estructuras sociales, culturales y mentales 

(Bourdieu, 1977; Levi-Strauss, 1969). Por tanto, resulta de vital importancia reconsiderar las 

concepciones de ciudadanía en relación con su especificidad cultural e identitaria.  

En la misma línea, la identidad, al ser moldeada por la cultura y el lenguaje, no puede 

mantenerse teorizada dentro de la esfera privada, ya que determina la concepción propia que 

poseen las comunidades (Kymlicka, 1995). Así, la autodeterminación se origina de maneras 

específicas, lo que significa un impacto en la concepción de los ciudadanos. De acuerdo con 

esta lógica, el respeto individual como característica inherente al ser humano es un valor 

liberal (Kymlicka, 1995). Además, este representa un valor atado a la cultura. De esta manera, 

podrían darse casos en los que comunidades minoritarias presenten valores que choquen con 

la sociedad liberal en la que habitan, en los cuales deben existir derechos que reivindiquen 

dichas diferencias.  

Conforme con lo anterior, los derechos individuales no resultan suficientes para 

abordar las injusticias específicas que enfrentan estos grupos. Al verse relegados de maneras 

multidimensionales, las políticas de ciudadanía deben incluir derechos específicos que 

permitan a las minorías preservar su cultura y participar plenamente en la vida pública, dando 
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origen conceptual a los derechos colectivos (Kymlicka, 1995). Al mismo tiempo, una 

sociedad justa no solo redistribuye recursos, sino que también reconoce y valora las 

diferencias culturales (Kymlicka, 1995). 

En conjunto con la reivindicación de la diversidad cultural, existe una revisión 

práctica del desarrollo de la ciudadanía y de las garantías que debe otorgar para equilibrar los 

avances de la humanidad en términos multidimensionales. Esta establece que las capacidades 

de la población deben ser el punto central de análisis para la consideración del desarrollo 

humano, otorgándole protagonismo a las experiencias reales de las personas (Nussbaum, 

2012). Como consecuencia, la libertad verdadera subyace al funcionamiento de los 

individuos, de sus cuerpos, sus mentes, y su capacidad de concretar sus aspiraciones. De esta 

forma, la ciudadanía no representaría el estatus que conlleva el pleno derecho en una 

comunidad, sino que este estatus debe incluir la potencialidad de ejercerse a sí mismo. 

Capacidades como la educación, la salud, la integridad corporal o el control sobre el entorno 

político y material representan elementos centrales del desarrollo humano (Nussbaum, 2012). 

De esta manera, se determinan factores que afectan el bienestar como centrales en la 

construcción de la ciudadanía.  

Ciudadanía en Latinoamérica: neoliberalismo y diversidad 

Ahora bien, resulta relevante adecuar la teorización de ciudadanía con miras a 

determinar la situación latinoamericana. Complementando lo desarrollado con anterioridad, 

e incorporando observaciones respecto a la globalización (Bottomore, 1992; García, 1995; 

Habermas, 1994, Held, 1999; Shiva, 2001), es posible ahondar en la situación de la región. 

Esta narrativa subyace a las consideraciones del sistema capitalista y el entorno productivo, 

permitiendo adecuar el concepto de ciudadanía para el contexto regional, debido a dos 

argumentos (Sojo, 2002). En primer lugar, porque se construye desde la base de un precepto 

de igualdad que se condice con el propósito de la modernización democrática. Lo anterior se 

daría a pesar del contraste que se genera entre dicha igualdad y los efectos de las reformas 

económicas en los Estados latinoamericanos. En segundo lugar, dado que la ciudadanía 

permite realizar aproximaciones integrales a temas políticos, sociales y económicos, 

significando una posibilidad de reestructurar y plantear soluciones a las desigualdades 

contemporáneas. 
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De esta forma se logra superponer el avance de distintas nociones de ciudadanía en la 

región, a la vez que se visualiza el encuentro permanente con desafíos como la exclusión 

social o la desigualdad (Sojo, 2002). Entre los anteriores, se encuentra la reivindicación de 

identidades, la integración social y las teorizaciones feministas (Bareiro y Clough, 1996; 

Calderón et. al, 1996; Jelin, 1993; Pérez, 1996; Stavenhagen, 1998). En suma, la diversidad 

interna de cada Estado latinoamericano y su conjunto es la faceta distintiva de la región en 

las narrativas relativas a la construcción semántica de la ciudadanía. 

Para continuar abordando esta problemática, se entenderá al ciudadano como un 

consumidor pasivo que debe realizar una transición hacia el ejercicio activo y consciente de 

la acción política (Sojo, 2002). Para dicho propósito, es crucial el papel que juega la 

educación y el acceso a la información. En la medida en que los ciudadanos sean capaces de 

informarse y participar, se integrarán nuevos grupos sociales a la institucionalidad y se 

equilibrarán las desigualdades estructurales. De esta manera, no sólo se generan aperturas en 

los canales institucionales, sino que también se establecen bases y prácticas que rearticulan 

las estructuras vigentes. En devenir de lo anterior, la rearticulación semántica de la 

ciudadanía debe darse “desde abajo”, para posteriormente reforzar la integración de 

ciudadanías deficitarias. 

En favor de esta concepción de ciudadanía construida mediante la participación 

política activa de los ciudadanos, resulta útil definir lo que implica ser uno. Para efectos de 

la investigación, ser ciudadano significa dos cosas: tener un sentimiento de pertenencia a una 

comunidad política y obtener un reconocimiento por parte de la comunidad política a la que 

se pertenece (Jelin, 1997). Estos elementos acarrean derechos y deberes, de manera similar a 

la conceptualización liberal realizada en primera instancia (Marshall, 1950). De esta manera, 

la ciudadanía implica la politización del individuo (Jelin, 1997), ya que la adquisición de 

conciencia de ciudadanía no es posible sin la experiencia, siendo este el proceso interno que 

cada persona desarrolla en la esfera pública. La educación, los simbolismos y las 

interacciones terminan por construir la ciudadanía y renovarla progresivamente. De esta 

manera, para cada contexto las nociones de pertenencia son productos de períodos constantes 

de construcción y cambio.  
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Asimismo, es relevante considerar la ciudadanía como una categoría sociopolítica 

dinámica (Jelin, 1997), pues se posiciona en contra de definir la ciudadanía como una serie 

de prácticas concretas e inalterables. En esta línea de pensamiento, decidir las prioridades, 

escapar a la subordinación y el derecho a reclamar es lo que define el ser ciudadano.  

Como se ha dicho anteriormente, el caso latinoamericano es definido por la 

diversidad, las subjetividades desfavorecidas y las ciudadanías minoritarias. Estas 

desigualdades inherentes a la estructura política y social se agravan con la adopción de 

reformas económicas que exacerban la concentración del capital y con una cultura global que 

incita a la homogeneización de las sociedades (Sojo, 2002). Ejercer la ciudadanía recae en la 

posibilidad de diálogo, con instancias que reciban las propuestas, las analicen y las discutan 

(Jelin, 1997). Sin embargo, lo contrario a la ciudadanía es la exclusión, la existencia de 

individuos que no pertenezcan a la comunidad. Por tanto, la igualdad social que propone la 

ciudadanía es un elemento teórico adecuado para la implementación de reformas, para la 

inclusión desde la ciudadanía. 

No obstante, el escenario latinoamericano produce y reproduce instancias en las 

cuales concebir el actuar político desde la ciudadanía resulta complicado, debido a la 

presencia de pobreza, violencia y desigualdad, producto, en su mayoría, de las estructuras 

neoliberales desarrolladas desde finales del siglo XX (Sojo, 2002). Lo anterior, termina 

resaltando la necesidad imperante de la organización política para levantar problemáticas 

comunitarias. Comprendiendo esta situación, es posible visibilizar la presencia de una 

opresión superior a las agencias tanto individuales como comunitarias, la cual actúa 

sistemáticamente (Galtung, 1969). Dicha opresión posee la capacidad de moldear las 

comunidades sobre las cuales se ejerce, afectando a los individuos que la componen y, en 

ocasiones, llegando a generar sufrimiento y daño perceptible. Dicho fenómeno recibe el 

nombre de violencia estructural (Galtung, 1969) y, complementándolo con la ciudadanía 

(Jelin, 1997; Sojo, 2002), admite un análisis sustancial del caso de estudio en la región 

latinoamericana. 

Violencia y violencia estructural 

En la línea de lo anterior, resulta de vital importancia ahondar en el concepto de 

violencia para comprender mejor la violencia estructural, a la vez que sus implicancias 
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teóricas y empíricas. Tomando en consideración que la ciudadanía implica la articulación del 

poder para tomar decisiones a través de consensos (Arendt, 1969; Jelin, 1997), cabe 

diferenciar ese poder legitimado de la violencia ilegítima que, por el contrario, socava la 

ciudadanía. Realizando esta distinción, el poder se distancia de la violencia. Esto, dado que 

el primero surge de la capacidad de diálogo y la acción colectiva, mientras que la segunda se 

fundamenta en la coerción destinada a imponerse y dominar por sobre las voluntades ajenas 

(Arendt, 1969).  

De esta forma, resulta de vital importancia enfatizar que la violencia siempre es 

ilegítima, puesto que su origen le otorga la característica inherente de la coerción, antagónica 

al diálogo, la cooperación y la libertad de acción. Conforme con lo anterior, la violencia 

puede definirse como la utilización de la fuerza de manera ilegítima (Weber, 1992), siendo 

la fuerza una facultad de los seres vivientes para imponer sus voluntades por sobre la de los 

demás, es decir, el poder. Este es la utilización legítima de acciones para influenciar el 

comportamiento de otros, sin recurrir a la coerción y mediante acuerdos, persuasión o 

imposición de autoridad legitimada (Arendt, 1969). Como producto de esto, la concentración 

del poder en las sociedades se encuentra en el Estado. Esto ya que, gracias a un acuerdo 

conjunto de sus ciudadanos en libertad (Rousseau, 2007), monopoliza la utilización de la 

fuerza dentro de su territorio, otorgándole legitimidad a su accionar (Weber, 1992). Al poseer 

este poder, la voluntad del Estado se superpone sistemáticamente a la de sus ciudadanos, 

dando origen a la dominación. Existen tres tipos de dominación, una dominación proveniente 

de las tradiciones, otra con origen en el carisma de los líderes y la última con su base en la 

racionalidad o la legalidad (Weber, 1992). Cuando el actuar de los Estados no se justifica 

bajo ninguno de estos tres tipos de dominación, pasa a ser ilegítimo y violento. 

Esta violencia generalmente es observable a través de daños físicos directos, visibles 

y localizados por parte de los agentes del Estado hacia los ciudadanos, generando tipos de 

dominación no legítimos (Arendt, 1969). No obstante, existe un tipo de violencia que se 

caracteriza por no ser visible de manera directa, sino que a través de un esquema profundo 

de estructuras subyacentes a las sociedades (Galtung, 1969). Esta violencia recibe el nombre 

de violencia estructural, y corresponde a la utilización ilegítima de la fuerza de tal manera 

que se configure un escenario sobre el cual las personas ven mermado su desarrollo humano 
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de manera indirecta. Esto a través de la implementación intencionada de medidas que 

vulneren las necesidades humanas básicas: la supervivencia, la libertad, el bienestar y la 

identidad. No obstante, estos daños son concretos, visibles y empíricos, teniendo por ejemplo 

la diferencia material entre clases socioeconómicas, que puede hacer la diferencia entre la 

vida o la muerte bajo circunstancias específicas. 

La perpetuación de estructuras violentas se debe principalmente a una justificación 

del sistema que las implementa, lo que recibe el nombre de violencia cultural (Galtung, 

1990). Esta hace referencia a los valores simbólicos, culturales e ideológicos que normalizan 

las estructuras violentas y las hacen prevalecer en el tiempo como parte inherente de la 

sociedad. Ahondando en la violencia cultural, resulta útil incorporar la noción de violencia 

simbólica (Bourdieu, 2013), ya que resultan complementarias entre sí. La violencia simbólica 

implica la imposición de normas sociales, significados y valores por parte de un grupo 

dominante hacia uno dominado. Dicha imposición se aplicaría de tal manera que aquellos 

desfavorecidos terminen por aceptar e interiorizar los simbolismos nocivos. De esta forma, 

se configura una especie de dominación que es aplicada a través de mecanismos tales como 

la educación y la trascendencia de elementos culturales ancestrales. Adicionalmente, esta 

normalización de componentes dañinos termina por difuminar la línea entre lo legítimo y lo 

ilegítimo, lo que brinda relevancia al estudio e interpretación de las estructuras sociales. Con 

lo anterior, se afecta directamente a las potencialidades de ejercer la ciudadanía en contextos 

sometidos a este tipo de violencia. Esto, dado que se generan daños contra las personas, 

dificultando sus desarrollos vitales y comunitarios, excluyéndolos de la vida pública. 

De esta manera, al conceptualizar tanto la violencia estructural como la cultural, es 

posible dar cuenta de sistemas y políticas que operan perpetuando las desigualdades y las 

injusticias, en detrimento de la igualdad que significa la ciudadanía y sus prácticas (Marshall, 

1950; Jelin, 1997; Sojo, 2002). Es posible visualizar esta violencia en fenómenos como la 

distribución desigual de recursos como el poder o la educación, o en la desigualdad de las 

oportunidades (Galtung, 1969). En sumatoria, aclarando el significado de violencia 

estructural es posible sentar una base teórica sobre qué es lo que ocurre en la realidad 

empírica de los países latinoamericanos. 
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A su vez, esta violencia se encarga por sí misma de evitar que sus víctimas relaten y 

movilicen a las sociedades con sus experiencias de vida, anulando el carácter organizativo y 

participativo de la ciudadanía democrática (Farmer, 1990). Esto suele darse debido a tres 

razones. En primer lugar, se considera que el sufrimiento por parte de las víctimas es exótico. 

Ya sea por la distancia geográfica, por género, raza o cultura. En segundo lugar, el sufrimiento 

de las víctimas es extremo en inmensidad, lo que dificulta su concepción, percepción y 

transmisión. En tercer lugar, las dinámicas y la distribución del sufrimiento son pobremente 

comprendidas, por lo cual son muy difíciles de determinar (Farmer, 1990). Para lograr 

evidenciar la violencia estructural, el análisis exhaustivo y multidimensional es la manera 

más cercana disponible para llegar a comprender mínimamente el sufrimiento y la 

delimitación de las estructuras que la componen.  

Asimismo, por medio de lo teorizado en el párrafo anterior (Farmer, 1990), se logra 

llevar a cabo una ampliación de la definición inicial de violencia estructural (Galtung, 1969). 

Esto dado que deja de corresponder únicamente a una estructura abstracta de desigualdades, 

debido a que congrega una serie de decisiones políticas y económicas (Farmer, 1990). Estas 

decisiones mantienen consecuencias directas y tangibles en las vidas de las personas que 

dependen del contexto al cual afectan. 

Violencia estructural en Latinoamérica 

En el caso de Latinoamérica, existen variados fenómenos sobre los cuales se puede 

interpretar la existencia de violencia estructural mediante la prevalencia de valores impuestos 

a través de la violencia cultural. Por ejemplo, los sistemas educativos tradicionales han 

dañado a la región, producto de que no pretenden desarrollar la conciencia crítica de las 

personas, ni permiten la transmisión de formas distintivas del saber, únicas del continente, 

tales como las indígenas (Freire, 1970). Así como las injusticias intencionadas impactan en 

la vida por medio de sufrimientos tangibles (Farmer, 1990), este sistema complementa dicha 

afirmación, estableciendo que la educación ha permitido que estructuras injustas perduren. 

Sumado a lo anterior, se invisibiliza la necesidad de reivindicar opciones no hegemónicas, 

ya que los saberes y métodos impuestos por las élites se perciben como “universales”, 

mejores e inevitables. No obstante, la misma educación tiene el poder de constituirse como 

una herramienta para la comprensión y desafío de dichas estructuras (Freire, 1970). 
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Analógicamente, esto sería compatible con el ideal de igualdad de derechos que compone la 

ciudadanía (Marshall, 1950; Sojo, 2002), permitiendo el desarrollo de las aptitudes humanas 

de los individuos desfavorecidos (Nussbaum, 2012), en conjunto con su integración al mundo 

público y a la comunidad política (Jelin, 1997). 

Otros casos de violencia estructural en Latinoamérica incluyen la condición explotada 

de la región, dado que el imperialismo, el neoliberalismo y el colonialismo han contribuido 

a desmejorar la calidad de vida de los pueblos sometidos (Galeano, 2011). Conforme con 

esto, la privatización de los servicios básicos, lo cual es un acto intencionado y premeditado, 

ha menoscabado el acceso a la vivienda, a la educación y a la salud para las clases populares. 

Adicionalmente, la violencia cultural también da luces en las raíces arraigadas 

profundamente dentro el machismo y la violencia de género en la región (Segato, 2016). Esta 

se expresa a través de femicidios y expresiones patriarcales que son justificadas por valores 

sociales aceptados por las personas, e impuestos a través de estructuras sociales complejas, 

tales como la familia, los medios y las instituciones. Con esto, queda claro que los diferentes 

tipos de violencia tienden a interceptarse, provocando diversos tipos de daño recíprocamente 

acumulativos, permitiendo la prevalencia de la jerarquía de un grupo sobre otro.  

Para efectos de la investigación, se adoptará la idea de que el aparato estatal juega un 

rol fundamental en la determinación de las estructuras violentas, tanto culturales, como 

sociales y políticas. De acuerdo con la conceptualización de Estado (Weber, 1992), es posible 

interpretar procesos de toma de decisión, buscando la legitimidad en el actuar de las elites 

políticas. En caso contrario, la legitimidad estará sujeta al escrutinio público y a la 

prevalencia de valores relacionados con la temática discutida. Por ende, resulta clave estudiar 

procesos críticos en las sociedades, comparándolos con situaciones similares en contextos de 

menor urgencia, dado que en situaciones de mayor necesidad es cuando permean y se 

expresan con fervor los valores de las clases populares (Arendt, 1969). En vista de lo anterior, 

se decidió desmenuzar dos procesos legislativos, atendiendo a la variedad de opiniones y 

narrativas expuestas en estos debates. Esto permite interpretar la postura de las elites en 

contraste con sectores menos favorecidos y la situación general a nivel nacional, 

proporcionando un vistazo a las estructuras que se vislumbren en dichos procesos. 
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Metodología 

El presente proyecto de investigación presenta un diseño de investigación cualitativo, 

el cual es idóneo para explorar fenómenos sociales y políticos complejos como el análisis del 

debate legislativo. Este enfoque permite una comprensión más profunda y contextualizada 

de los comportamientos, motivaciones y decisiones de los actores sociales involucrados, al 

enfatizar la riqueza de los detalles y la subjetividad de las experiencias (Denzin & Lincoln, 

2011). La elección del enfoque cualitativo se justifica por la naturaleza exploratoria de la 

investigación y la necesidad de captar las sutilezas del proceso político a estudiar. 

En devenir de la base teórica anteriormente presentada, se propone realizar un análisis 

crítico del discurso público (Van-Dijk, 2016) con foco en la violencia estructural en Chile. 

La justificación de este caso de estudio subyace a la idea de que el país, dentro de la región 

latinoamericana, implementó medidas neoliberales de manera temprana, logrando 

incorporarse como un precursor histórico para el subcontinente (Garretón, 2012). Con lo 

anterior, al ser de los primeros países latinoamericanos en adoptar un modelo de desarrollo 

neoliberal, el afianzamiento y la perduración del sistema sugieren que la violencia estructural 

actualmente se rige bajo parámetros alineados de gran manera con la construcción de 

ciudadanía desde abajo (Jelin, 1997; Sojo, 2002). En favor de esta lógica, las interpretaciones 

que se originen en torno a las concepciones expresadas a través del discurso permitirían dar 

luces alrededor de qué violencia es ejercida mediante el aparato estatal. A su vez, posibilitaría 

un retrato de concepciones de ciudadanía en contextos de vulnerabilidad al interior del país 

y, posiblemente, en la región. Tomando en consideración que tanto la violencia como la 

ciudadanía están involucrados en el grado de pertenencia que puedan lograr los individuos 

en la comunidad política de cualquier Estado-nación, es de vital importancia dilucidar la 

manera en que los tomadores de decisiones perciben a la comunidad y sus problemáticas. 

Sobre la pregunta que guiará la investigación, esta será: ¿De qué manera se presenta 

la violencia en el debate legislativo chileno al momento de tomar decisiones que afectan de 

manera importante a la economía familiar del país? Con esta pregunta, se centraliza la idea 

de economía familiar, en consideración de que, según la Constitución chilena, “La familia es 

el núcleo fundamental de la sociedad” (Constitución de Chile, 1980). En consecuencia, el 

Estado debe protegerla y otorgar las condiciones para su desarrollo. Se hace esta distinción 
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dado que el poder legislativo está fuertemente ligado al marco constitucional. Con lo anterior, 

se buscarán determinar patrones en la narrativa otorgada desde la jerarquía política hacia los 

sectores vulnerados por esta violencia. También, cabe destacar que se asume un nexo entre 

dicha violencia y la ciudadanía, dado que las narrativas impuestas desde los tomadores de 

decisiones tienen un efecto en quiénes son considerados ciudadanos y quiénes no Esto, a 

través del daño que pueda significar, impidiendo el ejercicio de la ciudadanía y, por ende, 

marginando tanto a individuos como a grupos sociales (Jelin, 1997) y dificultando el 

desarrollo vital de los ciudadanos (Nussbaum, 2012). 

Para efectos concretos de la investigación se escogieron dos casos de estudio, el 

primero, entorno a la Ley N°21.248 sobre el primer retiro de fondos previsionales del año 

2020, y el segundo, a la Ley N°21.578 sobre el reajuste al sueldo mínimo, del año 2023. 

Ambos proyectos de ley abordan medidas que impactan directamente en la economía 

familiar, pero fueron debatidos en contextos políticos y sociales distintos, lo que permite 

identificar continuidades y diferencias en las narrativas utilizadas por los tomadores de 

decisiones. En el caso de la Ley N°21.248, la discusión estuvo marcada por la crisis sanitaria 

del COVID-19 y la percepción de urgencia en la entrega de ayudas económicas. Esto llevó a 

un enfrentamiento discursivo entre el oficialismo y la oposición, reflejado en la tensión entre 

estabilidad macroeconómica y necesidad inmediata de apoyo ciudadano. Por otro lado, la 

tramitación de la Ley N°21.578 se dio en un contexto de recuperación post-pandemia, donde 

el foco del debate se trasladó a la protección de las micro, pequeñas y medianas empresas 

frente al alza del salario mínimo, con una fragmentación ideológica más pronunciada dentro 

de algunos sectores del Congreso. La comparación de estos casos permitirá evidenciar cómo 

la violencia estructural se manifiesta en el discurso parlamentario, identificando patrones de 

exclusión, legitimación de desigualdades y construcción de ciudadanía a partir del lenguaje 

empleado en ambas instancias. Cabe destacar que la hipótesis sobre la cual se trabajarán 

ambos proyectos de ley es que, a medida que se extiende el debate, la urgencia y las 

expectativas, los diputados y senadores tienden a ser más violentos en sus intervenciones. 

Para el desarrollo de esta investigación, se llevó a cabo un proceso metodológico en 

tres etapas. En primer lugar, se realizó la recopilación y lectura de las sesiones del Congreso 

Nacional en las que se debatieron la Ley N°21.248 y la Ley N°21.578, incluyendo tanto las 
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sesiones de la Cámara de Diputados como las del Senado, con el objetivo de obtener una 

visión completa del debate legislativo y las narrativas utilizadas por los parlamentarios. 

Posteriormente, se procedió a la sistematización de la información mediante la construcción 

de una base de datos. En ella, se clasificaron las intervenciones legislativas según diversas 

categorías analíticas como: 

• Postura (A favor, en contra, neutro): Demuestra una clara postura al respecto del 

proyecto de Ley. 

• Contenido (Opinión, datos, contexto): Se otorga una opinión personal o partidaria. 

Utiliza datos para el sustento de la intervención. Proporciona un contexto adicional 

al debate de la Ley o de su intervención.  

• Urgencia, no urgencia: Se evidencia una sensación de urgencia.  

• Identidad del parlamentario (Nombre, edad, sexo, partido político y coalición). 

• Necesidad humana básica violentada. 

• Cronología y ubicación de las intervenciones (Fecha, Cámara, Sesión). 

Finalmente, se realizó un análisis crítico del discurso basado en la información 

sistematizada. A partir de los datos recopilados, se identificaron patrones discursivos 

asociados a la violencia estructural en el debate legislativo, considerando cómo se construyen 

narrativas de exclusión, legitimación de desigualdades y ejercicio de la ciudadanía. El 

análisis comparado de ambos casos permitió evidenciar diferencias y continuidades en el uso 

del lenguaje parlamentario en contextos políticos y económicos distintos. 

Recolección de fuentes primarias 

Tras realizarse la recopilación de todas las sesiones del Senado y de la Cámara de 

Diputados a analizar, es relevante, además, situar dichas instancias de información en el 

contexto histórico y temporal correspondiente. En total son 20 sesiones, 10 (4 del Senado y 

6 de la Cámara de Diputados) de la ley de retiros y 10 (5 del Senado y 5 de la Cámara de 

Diputados) de la ley de reajuste al sueldo mínimo. 

Además, se determinaron concretamente los períodos de tiempo y las fechas de las 

sesiones. Para la Ley N°21.248: 

• Fue ingresada durante el 20 de abril del 2020. 
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• Se discutió en la Cámara de Diputados el 13 de mayo del 2020, durante la sesión 22 

de la legislatura 368. 

• Posteriormente, se desarrolló el debate en la misma durante las siguientes fechas: 2 

de julio del 2020, 8 de julio del 2020, 14 de julio del 2020 y 15 de julio del 2020, en 

las sesiones 36, 39, 41 y 43 respectivamente. 

• En el Senado, se discutió el 15, 21 y 22 de julio del 2020, en las sesiones 50, 51 y 52. 

• Se finalizó el debate el 23 de julio en la Cámara de Diputados y el Senado, en las 

sesiones 48 y 54, respectivamente. 

Para la Ley N°21.248: 

• Fue ingresada el 24 de abril del 2023. 

• Se discutió en la Cámara de Diputados el mismo día, durante la sesión 23 de la 

legislatura 371. 

• Posteriormente, siguió la tramitación durante los días 8, 9 y 10 de mayo en la misma 

cámara, en las sesiones 26, 27 y 28, respectivamente. 

• El mismo 10 de mayo pasó al Senado, para ser discutida el 16 y 17 del mismo mes, 

en las sesiones 20, 21 y 23. 

• Se finalizó el debate el día 29 de mayo en la Cámara de Diputados, y 30 en la de 

Senadores, en las sesiones 35 y 24. 

Análisis del debate legislativo en la primera ley de retiros. 

Con base en los datos reunidos y las interpretaciones realizadas sobre las 

intervenciones desarrolladas en el Congreso chileno, tanto en la Cámara de Diputados como 

en la de Senadores, es posible evidenciar patrones. Estos se caracterizan por un fuerte 

enfrentamiento de principios, valores e ideologías por parte de la oposición y el oficialismo. 

Mientras que el oficialismo defendía el pragmatismo y las decisiones tecnocráticas a mediano 

o largo plazo, la oposición recalcó continuamente el momento crítico que atravesaba el país. 

De esta manera, la necesidad de tomar medidas rápidas que fueran perceptibles en el corto 

plazo no era concebida como tal por parte de la totalidad de los tomadores de decisiones, 

aunque sí de la mayoría. Conforme con lo anterior, el proceso se destaca por el encuadre de 

la oposición política, conformada por la centroizquierda, la izquierda radical y algunos 
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sectores del centro político, en contra del manejo pandémico del gobierno de Sebastián 

Piñera.  

Entre estas críticas, destacan aquellas que posicionan a la clase media como 

abandonada y carente de apoyo en la crisis pandémica. Además, las medidas de ayuda 

económica brindadas y propuestas por el oficialismo en muchas maneras se concibieron 

como insuficientes, relegando a la clase media y a los sectores más desfavorecidos de la 

sociedad al sobreendeudamiento. En términos concretos, los apoyos brindados por el Estado 

fueron un bono pandémico, la entrega de cajas con mercadería con artículos de primera 

necesidad, un crédito con menores tasas que las ofrecidas por las entidades bancarias en el 

momento, y un crédito con garantía estatal para pequeños empresarios. Adicionalmente, el 

despliegue de recursos materiales, tales como las cajas de mercadería, se percibieron de 

manera irregular, reflejado en contextos vulnerables en los cuales no alcanzó a penetrar 

eficazmente el aparato estatal. Sumado a lo anterior, se desarrolló una narrativa subyacente 

de crítica permanente al sistema de pensiones. Dicha retórica tomó fuerza, debido al contexto 

de origen del sistema previsional chileno, el cual fue implementado en la dictadura cívico-

militar de Augusto Pinochet y diseñado por el hermano del presidente en vigencia: José 

Piñera. Por lo tanto, el retiro de un porcentaje de los fondos previsionales por parte de los 

afiliados era visto como una manera de hacer justicia social y de continuar desprestigiando 

al gobierno de turno. 

Por parte del oficialismo, primaron los mensajes economicistas y centrados en las 

consecuencias del proyecto. Se desvió el debate continuamente en favor de alternativas 

consideradas como menos dañinas por el sector, abogando por la inviabilidad a mediano y 

largo plazo de una fuga masiva de activos por parte de las Aseguradoras de Fondos de 

Pensiones. Además, se planteó que las medidas adoptadas hasta el momento no eran la 

totalidad de lo planificado para realizarse en favor de la economía familiar chilena, sino que 

debían ser complementadas con un trabajo conjunto del sector político que empleara fondos 

fiscales. Gran parte del argumento oficialista constó en la utilización de herramientas 

discursivas como refranes. Entre estos, los que más se repiten son los que reflejaban nociones 

que establecen que la crisis pandémica no la debían pagar los ciudadanos, diciendo que la 

gente no se debería rascar con sus propias uñas. Además, se anticipaba un aumento de la 
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inflación por la integración de capitales a la economía del país, lo que terminaría por agudizar 

la crisis socioeconómica. Esta lógica se replicó continuamente a lo largo del debate, bajo la 

consigna de que el proyecto significaba pan para hoy y hambre para mañana. Con relación 

a la crítica al sistema de pensiones, la postura del oficialismo se basó en defender al sistema, 

dado que se consideraba que una apertura al cambio podía culminar con un mal manejo de 

los fondos por parte de los entes públicos. 

Violencia en el debate legislativo chileno 

En consideración de este contexto relacional, se lograron identificar variadas 

expresiones violentas en la interpretación de las intervenciones realizadas. Cabe destacar que 

una limitación clave de este análisis resultó la propia lectura de transcripciones. Esto ya que, 

al no escuchar el tono con el cual se transmitían los mensajes, o al no poder visibilizar el 

lenguaje paraverbal empleado en las mismas, se dificultó la conceptualización de mensajes 

que a priori podían resultar impetuosos, mas no violentos. Por lo tanto, frente a la necesidad 

de identificar la legitimidad, intencionalidad y el potencial daño producible, se consideraron 

violentas:  

• Todas aquellas intervenciones que, en las concepciones, percepciones o análisis 

violentaron indirectamente alguna de las necesidades humanas básicas en los sectores 

más desfavorecidos dado el contexto estudiado (Galtung, 1969). 

• También se consideraron violentas las intervenciones que significasen una 

configuración o prevalencia de estructuras violentas, además de aquellas que se 

cuadraron con una justificación de dichas estructuras, significando violencia cultural 

(Galtung, 1990). Dicho de otra manera, se observaron como violentas aquellas 

intervenciones que, consciente e intencionadamente, pudieran derivar en daño físico 

o psicológico indirecto, de manera sistemática e ilegítima (Arendt, 1969; Weber, 

1992), hacia la población chilena. Por ejemplo, mediante la promoción de iniciativas 

que se asumían como negativas para los sectores afectados mayoritariamente por la 

ley, por parte de los mismos parlamentarios que las promovían. 

• Además, también se consideraron violentas las intervenciones que contuvieran 

mensajes violentos en contra de quienes se asumía que representaban al “pueblo”. O, 

en su defecto, las que en representación del “pueblo” emitieron mensajes 
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comúnmente asociados a minorías elitistas. Esto, dado que se conciben como 

ilegítimas (Weber, 1992) conjugándose con la definición de violencia estructural 

(Galtung, 1969). 

A modo general, resulta productivo para el análisis continuar siguiendo la lógica de 

oficialismo contra oposición, dado que presentan patrones claros de violencia en sus 

intervenciones y la división es clara. A lo largo de todo el debate, sin importar lo avanzado 

de este, las expresiones estuvieron marcadas por opiniones radicalizadas de la situación del 

país. Gracias a esto, es posible observar la existencia de un contexto altamente sensible a los 

estímulos y provocaciones políticas. Asimismo, algunos parlamentarios hacen referencia al 

estallido social del 2019, mayoritariamente desde sectores alineados con la izquierda, para 

representar el deseo del cambio desde el pueblo. No obstante, dichas alusiones son breves y 

escasas, a pesar de ser acontecimientos que ocurrieron con un par de meses de diferencia. En 

términos de la importancia del proceso, desde la sesión 39 del ocho de julio del 2020, se 

menciona constantemente la idea de que el pueblo chileno está pendiente y observando el 

devenir de los acontecimientos. Esto significa un cuestionamiento a la legitimidad de las 

intervenciones vertidas en la instancia, dando luces de una acción violenta por parte del 

parlamento. Lo mismo se empleó como mecanismo discursivo para hacer ver la urgencia y 

presionar a tomar una decisión rápidamente. Este dispositivo se visibilizó en su mayoría en 

parlamentarios que si concebían la situación como urgente.  

La violencia por parte del oficialismo se dio principalmente a través de mensajes 

simples, a excepción de aquellos parlamentarios pertenecientes al partido Republicano, los 

cuales se servían de contenido altamente agresivo en sus participaciones. En dichas 

oportunidades, la lógica general era que, aunque la mayoría de los ciudadanos quisieran un 

retiro de pensiones, esta no era la mejor idea. Aunque esta retórica no implicaba, 

necesariamente, una dimensión violenta, la manera en que se argumentaba y se cimentaba 

usualmente lo hacía. Los mensajes que se repitieron con mayor cadencia fueron los que 

asociaban el apoyo a esta ley a un error grave, que generaría arrepentimiento en un futuro no 

lejano. De esta manera, se calificó de faltos de raciocinio y criterio a todos quienes apoyaran 

la iniciativa. Asimismo, a pesar de tratarse de una medida paliativa a una crisis, existía una 

disonancia interna sobre la urgencia que significaba el proyecto. También hubo una porción 
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considerable del bloque oficialista que mantuvo un espíritu crítico hacia el gobierno de 

Sebastián Piñera, pero con ánimos de redención y reconciliación para con la instancia 

parlamentaria. A esto, se sumaron una serie de declaraciones denigrantes por parte de los 

ministros de Estado hacia los chilenos, recalcando una sensación de desconexión del poder 

ejecutivo con el legislativo y con la ciudadanía en su conjunto. En función de las categorías 

propuestas, es posible determinar tres tipos de parlamentarios oficialistas: 

En primer lugar, existieron quienes asumían la situación con urgencia, y apoyaron la 

propuesta. Sin embargo, este primer tipo de parlamentarios no estaba de acuerdo con el 

proyecto de ley, solo lo aceptaron dado el contexto del país y las gestiones ineficaces 

realizadas con anterioridad. En segundo lugar, estaban quienes asumieron la situación con 

urgencia y no apoyaron la propuesta. Este tipo de parlamentarios se caracterizó por priorizar 

el nivel macroeconómico, velando por la estabilidad de la inversión privada y de las 

pensiones a través de las AFP. Por lo anterior las soluciones, en el plazo que fueran, debían 

priorizar y aumentar la deuda fiscal por sobre el retiro de los fondos previsionales, para 

mantener estable la economía y así no disminuir las pensiones de los chilenos. En tercer lugar, 

hubo parlamentarios que no atribuyeron urgencia a la situación del país, por lo que resultaba 

más importante resguardar la economía resultante de todas las crisis a largo y mediano plazo. 

Este tipo de tomadores de decisiones se caracterizó por una falta de emocionalidad en sus 

intervenciones, además de emplear la evasión y dilatación del debate como mecanismo 

discursivo para, en última instancia, tratar de impedir la aceptación del proyecto. 

Por el lado de las necesidades básicas humanas violentadas producto del discurso 

oficialista, las principales resultaron ser el bienestar y la libertad. Estas resultaron abordadas 

constantemente a través de la retórica general adoptada. La idea de que aquellos que deseaban 

tener un retiro de pensiones estaban cometiendo un error, eran faltos de raciocinio o criterio, 

también repercutía en los ciudadanos chilenos, en especial en aquellos que sufrieron más en 

el período. Conforme con lo anterior, se atentaba contra el bienestar de dichos individuos, al 

tratar de aplazar y evadir el debate, dado que, independientemente de la decisión final, existía 

un contexto que empujaba a la toma rápida de decisiones.  

Mientras se extendía el debate, a nivel nacional se implementaron ollas comunes, 

existió un aumento en el desempleo, se saturaron los servicios de salud, entre otros efectos 
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negativos (Ministerio de Desarrollo Social y Familia, s.f.). Estos no solo aumentaron la 

vulnerabilidad estructural en el período, sino que también exteriorizaron y exacerbaron las 

falencias en el manejo de la crisis. En la misma línea, se interpreta que la falta de urgencia, 

en conjunto con la dilatación y evasión del debate, significaron una forma de violencia que 

atentaba contra el bienestar de las personas. Esto dado que, a pesar de significar herramientas 

discursivas válidas en el contexto del debate legislativo, no se pretendía optimizar la toma de 

decisiones, al contrario, se intentó obstruir y ralentizar. Incluso es posible afirmar que se 

atentó en ocasiones contra la supervivencia de los estratos socioeconómicos más vulnerables, 

al hacer alusión a la situación grave que estaban viviendo, pero terminando por priorizar 

objetivos macroeconómicos a largo o mediano plazo. Sumado a lo anterior, las libertades de 

los ciudadanos también se vieron mermadas, ya que la pandemia impuso un régimen 

multidimensional que resultó desolador para sectores de la clase media y más vulnerados. De 

esta forma, los márgenes de acción fueron reducidos exponencialmente, con muy pocas 

alternativas disponibles para aminorar la crisis por parte de las economías familiares. Por lo 

tanto, asumir como la mejor solución o propuesta aquella que no significa alternativas para 

las personas más afectadas también atenta contra su libertad. 

La oposición, por su parte, elaboró un discurso más homogéneo, comparado con el 

oficialismo, a lo largo de sus intervenciones, con algunas excepciones concretas. Este 

discurso puso en su núcleo la defensa de la clase media, dado que no habían percibido aportes 

que no estuvieran relacionados con créditos. Además, se concebía de tal forma dado que la 

clase media era la que podría retirar una mayor cantidad de fondos en comparación con los 

individuos más desfavorecidos de la sociedad. La crítica al gobierno se endureció bajo este 

relato, debido a que se empleó continuamente la herramienta discursiva de citar cartas de 

personas de clase media, que se vieron golpeadas duramente por el contexto de la pandemia, 

pero que en su registro social no figuraban como aptas para recibir apoyos estatales. 

Conforme con lo anterior, se desarrolló una suerte de defensa y protección de la clase media, 

focalizándose esta en el centro del debate. Esta línea de pensamiento, la cual no resulta 

violenta en su planteamiento, si lo hizo en sus conceptualizaciones.  

A modo general, las intervenciones resultaron impetuosas y emocionales, apelaron al 

espíritu de solidaridad y fraternidad de todos aquellos que quisieran apoyar la propuesta. No 
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obstante, las intervenciones no apelaban simplemente a la clase media ni a los más 

desposeídos, sino a la ciudadanía chilena en su conjunto. En estas aseveraciones se retrataba 

a la sociedad chilena como inteligente y crítica, pero carente de libertades, privada de 

alternativas, al borde de la hambruna y relegada a las decisiones que se pudieran tomar en la 

instancia parlamentaria. En esta lógica, se les atribuyó a los efectos pandémicos el estado del 

país, agravado por las que se percibían como desacertadas propuestas llevadas a cabo y 

promovidas por el poder ejecutivo. Fueron escasas las ocasiones en que se elevaron 

autocríticas sobre el manejo de la pandemia desde el legislativo. Con base en lo anterior, es 

posible visibilizar que, aunque el contexto del país fuera desalentador, la narrativa extendida 

se cimentaba sobre el argumento de que era una oportunidad sin precedentes del Congreso 

de redimirse. Esta actitud se fundó sobre una suerte de incompetencia preconcebida, la cual 

resulta conflictiva e incluso violenta, debido a que emplaza todas las responsabilidades del 

desarrollo pandémico al poder ejecutivo. Es decir, se defendió la idea de que, ni los 

ciudadanos, ni el Congreso tuvieron responsabilidad alguna en el devenir de la situación del 

país, hasta el instante exacto de debatir sobre la ley de retiros.  

Lo anterior resulta violento en la medida que niega las posibilidades de 

autodeterminarse de la ciudadanía, incluso a través de las elecciones periódicas, dado que 

simplemente se realizarían los intereses afines al poder ejecutivo, que son difíciles de 

dilucidar transparentemente. Siendo así que se atenta contra la libertad de los chilenos. En la 

misma línea, otra piedra angular del discurso de la oposición se basó en la idea de que existen 

grupos de familias y empresariales que controlan el país. De esta forma, se violenta la 

libertad, el bienestar y la supervivencia de las familias chilenas al concebirse que estas no 

tienen capacidad de elección efectiva. Además, se afirma que estas no contaban con el 

escenario propicio para desarrollarse vitalmente, lo que meramente se atenuaría con la opción 

de hacer uso del dinero que tenían ahorrado para su jubilación. Con lo anterior, existió un 

sector de la izquierda chilena que apeló por subsidios y la reposición de las cantidades 

retiradas con fondos fiscales, con un argumento levemente similar a los parlamentarios de 

derecha del primer y segundo tipo. No obstante, este sector tampoco fue considerable en 

tamaño, ni definido dentro del espectro político. 
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Por parte de los partidos moderados, o de tendencia oscilante y repartida entre los dos 

grandes bloques, estos abogaron por la conciliación de los intereses entre ambos. Sin 

embargo, este mensaje de conciliación también fue acompañado de concepciones violentas 

del país, similar al bloque de oposición. De esta manera, también percibían que el país se 

encontraba en un estado decadente y carente de oportunidades para el desarrollo, para lo cual 

la única solución o chance de disminuir los efectos era aprobar la ley. 

Comparación con ley de reajuste al sueldo mínimo 

Tomando en consideración el análisis previo, cabe contrastar la configuración de 

estructuras violentas dentro del debate legislativo chileno con otra instancia en un contexto 

diferente, pero proveniente, en parte, de las consecuencias de la situación pandémica. Este 

sería el proyecto de ley de reajuste del sueldo mínimo impulsado por el gobierno de Gabriel 

Boric durante el año 2023, tres años después de la primera ley de retiros. Dicho proceso se 

enfocó en abordar las consecuencias económicas de la pandemia. No obstante, frente a un 

reciente ascenso de la ultraderecha a través del partido Republicano, los diálogos se 

dirigieron en su mayoría hacia una defensa de las micro, pequeñas y medianas empresas 

(mipymes). Lo anterior, tratando de evitar la promulgación de la ley, ya que estas empresas 

se verían golpeadas al tener que aumentar sus gastos en los sueldos. De esta manera, se 

conformó un debate que, en su médula, trató de aplacar efectos económicos, tanto para la 

izquierda, como para el centro político y la derecha.  

En este punto, es posible identificar las similitudes o diferencias entre este proceso y 

el llevado a cabo en 2020 para la primera ley de retiros. En primera instancia, es posible 

dilucidar un enfrentamiento ideológico entre oposición y gobierno. Tres años después, los 

roles se intercambiaron. Ahora la oposición está compuesta por la derecha, la ultraderecha y 

algunos elementos del centro político.  

En segundo lugar, la sensación de urgencia es más moderada. La noción de que la 

única manera de abordar la situación es a través del proyecto de ley en cuestión, en este caso 

no es tan transversal. Este se percibe como una alternativa, más que como una necesidad 

propiciada por el contexto. De la misma forma, el escenario económico a nivel nacional ya 

no es visto como una crisis multidimensional, que abarque elementos culturales y sociales, 

sino que se percibe como una temática más encuadrada en lo estrictamente económico. Existe 
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la noción compartida de que las circunstancias económicas del país no radican en la escasez, 

sino que en la baja de poder adquisitivo en las familias que viven gracias a uno o varios 

sueldos mínimos. Con lo anterior, no existe un consenso sobre las explicaciones de la 

problemática concerniente. En términos generales, no se aparece tan claro qué se busca 

afectar mediante la votación de la ley, ya que algunos parlamentarios hacen alusión a una 

inflación multifactorial, que no tiene origen evidente. Otros evocan alzas diversas, recesión 

mediante estadísticas y colusiones en las que no existe voluntad política para fiscalizar.  

En tercer lugar, el espíritu de las intervenciones se aparece como más moderado y 

dispuesto al diálogo. El bloque de oposición resulta visiblemente más fragmentado, y se 

presenta un aparente acuerdo de que, aunque la medida es una opción, es un paso hacia 

delante para la derecha moderada o conservadora. No obstante, una cuarta diferencia sería la 

existencia un liderazgo singular, de partido único, en la oposición durante el período 

correspondiente al debate. El partido Republicano se encontró con una victoria electoral 

contundente en las elecciones del 7 de mayo, antes de discutir el proyecto de ley. Por lo tanto, 

la postura adoptada por parte de la derecha no republicana, además de tratar centralizarse en 

un objetivo común, se tornó en un cuestionamiento sobre si adherir o no a los valores 

reflejados a través de los republicanos. De esta manera, se dividieron las opiniones entre 

aquellos que estaban dispuestos a alinearse con los republicanos, y aquellos que buscaron 

distanciarse, tanto en fondo como en forma, de sus discursos más radicales. Al ser los 

republicanos altamente reaccionarios y contrarios al gobierno de turno, se dieron casos de 

parlamentarios externos al partido que trataron de emular el discurso que había triunfado 

recientemente en las urnas. 

Habiendo establecido las características de ambos debates legislativos, resulta 

relevante analizar como la violencia se expresa en este contexto que, a pesar de tener solo un 

par de años de distancia, posee diferencias sustanciales. En este caso, al concentrarse el 

debate en aspectos económicos por sobre dimensiones culturales o sociales, la necesidad 

humana básica que se vio violentada de manera explícita fue mayoritariamente la libertad. 

Lo anterior se dio debido a que las clases populares del país sintieron con mayor impacto la 

situación económica del país. No obstante, los puntos de quiebre en el Congreso eran 

relativos a las mipymes, abogando por una responsabilización de los derechos sociales 
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promulgados recientemente. Entre los argumentos más esbozados, se afirmó que la reducción 

reciente del horario laboral, de 45 a 40 horas, representaba inflexibilidad laboral para los 

empleadores de las mipymes. Además, subir el sueldo mínimo implicaba que el desempleo 

iría al alza, dado que no se podrían costear todas las remuneraciones que se mantenían en pie 

hasta el momento.  

A pesar de lo anterior, se reconoció a modo general una reproducción de las 

diferencias sociales en el desarrollo del debate. Frente a costos elevados, el consenso era que 

el sueldo mínimo vigente no era suficiente para garantizar una vida digna. Con esto, 

existieron parlamentarios que adoptaron un espíritu de resiliencia, de soportar la situación 

actual, dado que la manera adecuada bajo sus puntos de vista era simplemente apoyar a las 

mipymes y fomentar la inversión.  

Conclusiones 

En suma, dentro de la narrativa propuesta por el Congreso chileno durante ambos 

procesos, se fundamentó bajo estructuras de violencia mayoritariamente cultural (Galtung, 

1990) y simbólica (Bourdieu, 2013). Lo anterior, puesto que las concepciones esbozadas en 

la elaboración de los argumentos resultaron ilegítimas, dado los cuestionamientos generados 

en la ciudadanía mientras se llevaban a cabo los procesos, independientemente de los 

resultados de las votaciones (Weber, 1992). De la misma manera, siempre existió una lógica 

de desconexión e ignorancia del ambiente discursivo hacia los contextos vulnerables 

afectados por las leyes, recurriendo constantemente a la lástima o a la mera estadística para 

tratar de abordar dicho sufrimiento. Además, los mensajes empleados fueron nocivos para la 

población chilena, basándose en la impotencia de esta para resolver o siquiera abordar sus 

propias problemáticas, incluso mediante la participación ciudadana. Adicionalmente, es 

posible adjudicar violencia estructural (Galtung, 1969) a los actos realizados con consciencia 

de la situación de miles de familias que sufrían por la demora en el debate de las leyes, 

provocando de todas formas la ralentización de la discusión. 

En la línea de los efectos para la ciudadanía, estos se expresaron marginando a gran 

parte de los chilenos más desfavorecidos de la sociedad. Principalmente debido a la 

vulneración y no consagración intencionada de las necesidades básicas (Galtung, 1969) de la 

población durante dichos períodos, en conjunto con la imposibilidad de desarrollar sus 
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propias capacidades (Nussbaum, 2012) y la consiguiente dificultad para participar 

públicamente (Jelin, 1997; Sojo, 2002). Con respecto a la hipótesis planteada, esta se descarta 

debido a que la violencia evidenciada no varió según la extensión del debate, sino que se 

mantuvo relativamente uniforme a lo largo de este. Lo mismo con la urgencia y las 

expectativas percibidas. Una parte mayoritaria de las categorías de análisis propuestas 

resultaron no sustantivas, debido a que no se apreció una correlación entre los tipos de 

intervenciones y las mismas.  

La narrativa desarrollada y los hallazgos obtenidos a lo largo de esta investigación 

realzan la importancia de una educación capaz de empoderar a los menos favorecidos de las 

distintas sociedades. América Latina es un ejemplo de diversidad durmiente, dormida a la 

fuerza por elites políticas y económicas que no valoran las raíces de la tierra, ni a su gente, 

sino al estatus y la dominación con motivo de explotación. La violencia estructural sí es 

violencia, y está presente, aunque se normalice y justifique su ilegitimidad transversal en el 

tiempo. Solo a través de la consciencia profunda de las estructuras imperantes podrá 

despertar, para crear ciudadanos y ciudadanas que pertenezcan y se hagan cargo, finalmente, 

de su realidad. Esa es la gran tarea que resta por realizar, el desafío último de las democracias 

latinoamericanas.  
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